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La Seguridad Social se define como el conjunto de principios que reconocen a todo ser humano, el derecho a los bienes indispensables para prevenir sus contingencias sociales y cubrir sus efectos.





El tratadista francés Pierre Laroque define la Seguridad Social "Como la política de distribución de rentas que tiende a modificar el reparto que resulta del ciego juego del mecanismo económico, a fin de adaptar los recursos de cada individuo y de cada familia a sus necesidades como persona".





La Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas coloca a la Seguridad Social como un derecho esencial de las personas, y hace al Estado responsable de su implementación, disponiendo la constitución de las instituciones mediante las cuales se cumple esta función tutelar y altruista que sólo tiene el Estado.





La Declaración de las Naciones Unidas enumera en los artículos 22, 23, 24, 25, 26,  los derechos que componen la Seguridad Social: Previsión, Salud, Educación, Trabajo, Vivienda.





La Previsión Social, en el marco de la concepción solidaria y altruista de la Seguridad Social a través de la cual el Estado ejerce su función TUTELAR del bien común de los habitantes del país, tiene por objeto terminar con el estado de necesidad del hombre, asegurando a cada persona, en todo tiempo y circunstancia, un ingreso económico suficiente para hacer frente a sus obligaciones y proveer a sus propias necesidades y a las de las demás personas a su cargo. La Seguridad Social, tiende a asegurar al individuo la plenitud de su modo de vida, desde que nace hasta que muere, independientemente de los medios económicos personales con que cuente, precisamente, en razón de la disminución de la capacidad de trabajo natural del hombre por razones biológicas, por la edad, por enfermedad, por un accidente; tiende a asegurarle a la persona que se encuentre en esa situación, un ingreso económico que le permita subsistir en forma decorosa y humana, él y su grupo familiar.





En Diciembre de 1984, aprueba la Declaración Universal de Derechos del Hombre, cuyo artículo 22 establece: "Toda persona, como miembro de la Sociedad, tiene derecho a la Seguridad Social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad".





En Chile, la Constitución del año 1925 había ya establecido como garantía constitucional en su artículo 10 Nro. 14: "La protección al trabajo, a la industria, y a las obras de Previsión Social". La ley 17.398 de Enero de 1971, llamada del estatuto de Garantías Democráticas, modificó la Constitución agregando al artículo 10 que trata sobre las Garantías Constitucionales, un número 16 que hace constitucionales los principios básicos y fundamentales del Derecho de Seguro Social: "El Estado aportará todas las medidas que tiendan a la satisfacción de los derechos sociales, económicos y culturales necesarios para el libre desenvolvimiento de la personalidad y la dignidad humana, para la protección integral de la colectividad y para propender a una equitativa redistribución de la renta nacional".





La Ley deberá cubrir especialmente, los riesgos de pérdida, suspensión o disminución involuntaria de la capacidad de trabajo individual, muerte del jefe de familia o cesantía involuntaria, así como el derecho a la atención médica, preventiva, curativa y de rehabilitación en caso de accidentes, enfermedad o maternidad, y el derecho a prestaciones familiares a los jefes de hogares.





El Estado mantendrá un Seguro Social de accidentes para asegurar el riesgo profesional de los trabajadores.





El Documento de 1980, que derogó y reemplazó la constitución de 1925, no pudo eliminar la garantía constitucional comentada, pero la restringió en su amplio contenido original, liberando al Estado de la obligación fundamental en esta materia. La llamada Constitución de 1980 contempla en el Nº 18 del artículo 19 el "Derecho a la Seguridad  Social".  "... La acción del Estado estará dirigida a garantizar el acceso de todos los habitantes al goce de prestaciones básicas uniformes, sea que se otorguen a través de Instituciones Públicas o Privadas. El Estado supervigilará el adecuado ejercicio al derecho de la Seguridad Social.





La variedad y la imprecisión de la disposición citada estaba hecha ex profeso para empezar el desmantelamiento de las Instituciones de Seguridad Social existentes en el país con anterioridad al año 1973.

LA PREVISIÓN SOCIAL





Es uno de los elementos principales de la Seguridad Social y como su nombre lo indica trata de prevenir los riesgos y proteger al hombre en caso de:

a. Vejez

b. Enfermedad

c. Accidentes del Trabajo

d. Muerte

El Estado tiene  la obligación de  establecer  instituciones que 

otorguen las prestaciones necesarias en forma oportuna y eficaz, teniendo presente siempre el bien social que debe satisfacerse a través de las leyes que se dicten para regular y fiscalizar el beneficio.





En Chile el sistema de previsión se organizó mediante las Cajas de Previsión que atendían distintos sectores de trabajadores, tanto del sector público como privado, todos inspirados en el concepto solidario de la Seguridad Social, como expresión de la función tutelar y social del Estado y asumiendo este la responsabilidad consiguiente.





El sistema de las Ex Cajas de Previsión reúne las características doctrinarias fundamentales de la Seguridad Social: Es solidario, integral permanente y universal.

1. Es solidario pues se crea un fondo común que permite otorgar beneficios a los imponentes, que se determina por la renta que estos tienen a la fecha de solicitar la pensión; todos ayudan a todos en una cadena sin fin, en que los que empiezan en el sistema ayudan a los que salen.

2. Es integral, ya que cubre la mayoría de los riesgos que afectan la vida útil del imponente.

3. Es permanente, es decir, vitalicio porque las pensiones se dan por toda la vida del imponente o sus beneficiarios.

4. Es universal porque sus beneficios se entienden a todos los trabajadores dependientes o independientes, y aún comprende todos los sectores de la población del país.

Desde el año 1925 hasta 1980 funcionaron más o menos 20 cajas de previsión, sin considerar fuerzas armadas y carabineros. Las cajas prestaron beneficios reales a sus correspondientes imponentes, que con ligeras variantes debido a sus leyes orgánicas propias otorgaban las siguientes prestaciones:

a. Jubilación por antigüedad

b. Jubilación por edad

c. Jubilación por incapacidad física

d. Jubilación por expiración obligadas de funciones

e. Seguro de vida

f. Viudez y orfandad

g. Asignación por muerte

h. Continuidad de la previsión (reconocimiento de servicios)

i. Desahucio o indemnización por años de servicios

j. Pensiones asistenciales

k. Subsidio de cesantía

Además de los beneficios enumerados, las cajas prestaron

otros auxilios, especialmente en relación con préstamos para adquisición de viviendas, préstamos hipotecarios, préstamos médicos y préstamos personales.





La función de las cajas centraba su finalidad en la atención de las necesidades del imponente y su grupo familiar, cumpliendo la función social que le había sido encomendada y resguardando  el bienestar de la comunidad nacional de acuerdo a las responsabilidades constitucionales y morales del Estado. Jamás pudo existir, por lo tanto, conflicto de intereses entre el imponente y su caja de previsión.





Los beneficios prestados por el sistema solidario y de reparto de las cajas se cubría perfectamente con las cotizaciones de sus imponentes. Se ha dicho en forma interesada, y sin conocimientos exactos sobre la materia, que las Cajas de Previsión eran una carga para el Estado, el que debía financiar los déficit  periódicos de éstas. La verdad es otra: Los fondos previsionales acumulados por las cajas empezaron a ser utilizado por los diversos gobiernos, tomando a "préstamo", sumas de esos fondos cuando las necesidades del erario nacional los ponían en la disyuntiva de recoger fondos. Esta mala práctica se hizo habitual y así pareció que el Estado entregaba fondos a las cajas, cuando en realidad solo era una devolución a cuenta de lo que ya se les había pedido anteriormente.





La prueba más evidente de los cuantioso de los fondos manejados por las cajas de previsión, es el interés que el Sistema empezó a despertar en los economistas del régimen pasado, lo que determinó que en Noviembre del año 1980 se dictará el D.L. 3500 que creaba las administradoras de fondos de pensiones.





Este es un sistema de Seguro Privado que funciona a través de una empresa constituida como Sociedad Anónima. La Sociedad Anónima está reglada en el Código de Comercio el que la define diciendo: "La Sociedad Anónima es esencialmente mercantil".




Esto significa que es una empresa de lucro, por lo que es una mixtificación conceptual el hablar de las A. F. P. como Sistema de previsión y Seguridad Social. La sociedad de lucro es fundamentalmente opuesta a la función social, solidaria y altruista de la Seguridad Social.





Este Sistema de A. F. P. ideado por el régimen militar pasado exclusivamente como una manera de captar y manejar por parte de la empresa privada el volúmen cuantioso de los fondos previsionales de los trabajadores e imponentes independientes. Estableció la concesión de un solo beneficio, la jubilación por edad a los 60 años la mujer y 65 años los hombre. El monto de la pensión, que es temporal, se determina de acuerdo al monto total de imposiciones que haya logrado juntar el imponente de su vida útil; el trabajador de bajos ingresos que vivió por esto en forma miserable toda su vida, terminará su existencia en forma aún más miserable, pues sus precarios fondos, solo le permitirán obtener la pensión mínima que garantiza el Estado y esto, siempre que tenga imposiciones por lo menos durante 20 años.





El beneficio d pensión de invalidez y sobrevivencia no lo paga la A.F.P., sino una Compañía de Seguros con la que la A.F.P. ha contratado para su imponente el seguro correspondiente, que responde a una cotización adicional hecha por el trabajador.





La compañía de Seguros también empresa de lucro, no siempre acepar pagar el beneficio correspondiente, rechazando a menudo su procedencia; el trabajador enfermo, sin recursos, o la viuda en su caso, en iguales o peores condiciones, poco puede hacer frente al poderío económico de la empresa con la que se enfrenta en un posible juicio.





Esto se traduce en el hecho cierto que ningún trabajador en Chile con una renta inferior a $ 200.000.- será capaz de alcanzar en el Sistema de A.F.P. una pensión de jubilación que no sea la del ingreso mínimo que garantiza al Estado, garantía que solo opera si el interesado tiene a lo menos 20 años con cotizaciones.





No olvidemos además, que a partir de la dictación del D. L. 3501, el costo total de la previsión recae sobre el trabajador, liberando al empleador y al Estado del aporte que les correspondía a ambos en la previsión social de aquel.





Con lo dicho anteriormente, podemos hacer un cuadro comparativo del Sistema de Cajas de Previsión y el Sistema de A.F.P.

1. Las cajas de Previsión son instituciones de Seguridad Social de acuerdo con los principios doctrinarios de ella y corresponden a la función Tutelar y altruista del Estado.

El sistema de A.F.P. es una empresa privada de lucro basada en una empresa   conformada como sociedad anónima.

2. Las cajas de previsión se basan en el concepto social de solidaridad.

El sistema de A.F.P. es esencialmente individualista.

3. Las jubilaciones y beneficios de las cajas son vitalicios, es decir se mantienen durante toda la vida del imponente.

Las de las A.F.P. son temporales, por tiempo máximo de 10 años.

4. Las jubilaciones y pensiones de las cajas se determinan en relación a la renta que gozaba el imponente al momento de cesar en funciones o fallecer según el caso.

Las de la A.F.P., solo de acuerdo al monto de las cotizaciones que el afiliado ha podido juntar personalmente durante su vida útil.

5. En cuanto a los beneficios, las cajas, otorgan 10 a los menos: 3 tipos de jubilaciones: seguro de vida, viudez y orfandad, asignación por muerte, desahucio o indemnización, reconocimiento de servicios, íntegros  por lagunas previsionales, etc, etc.

Las A.F.P. solamente otorgan jubilación por edad, a los 65 o 60 años, según sea hombre o mujer.

6. Los imponentes de las cajas que han estado trabajando fuera del país pueden utilizar en su previsión en Chile, las imposiciones que hicieron en el extranjero, de acuerdo a los convenios internacionales suscrito por Chile mediante Tratados.

Los imponentes de las A.F.P. están marginados de este beneficio, por no tener sus sistema correspondencia con ninguno de los existentes en el resto del mundo.

7. Los imponentes del sistema de cajas son libres para afiliarse a la caja que corresponda de acuerdo a sus funciones, trasladarse de una a otra, e incluso ser imponente de más de una al mismo tiempo.

El sistema de A.F.P. establece una afiliación obligada e irreversible para todas las personas que ingresen a él, donde quedan cautivas no pudiendo hacerlo más que en una determinada sociedad anónima de A.F.P. a la vez.

8. Las cajas recaudan de sus imponentes solamente el monto de las cotizaciones que corresponden a los beneficios que dispensan.

Las A.F.P. cobran además de las cotizaciones correspondientes al beneficio que dan, una comisión del 3% o 4% sobre la cotización que corresponde al beneficio.

Sistema de Seguro Privado Individual: A.F.P.





A 18 años de existencia del Sistema de A.F.P. creado por el gobierno militar mediante la dictación del Decreto Ley 3.500 de 1980, podemos hacer una evaluación exacta de lo que ha significado su aplicación: en lo económico, el crecimiento desmesurado de la riqueza de unos pocos, consolidando un poder económico que actúa casi sin contrapeso en el  plano nacional, impidiendo o dificultando todo cuestionamiento del sistema que lo alimenta; en el plano de las Pensiones, que fue la excusa para su creación, un fracaso absoluto para los trabajadores, y una contribución a la miseria de estos, cautivos inermes obligados a entregar el esfuerzo de su vida de trabajo para recibir nada o casi nada a cambio.





Los trabajadores claman contra la iniquidad del Sistema y nadie parece oírlos. El Sistema de lucro y capitalización individual hace impensable algún beneficio para sus imponentes, si pensamos en las bajas remuneraciones de los trabajadores chilenos, cuyo promedio general de renta en el 80% de los laborantes no excede de los $200.000; algunos de ellos, pocos, alcanzaran una pensión de ingreso mínimo; otros, nada.





El Sistema se mantiene, pese a los nueve años de Gobierno Democrático: ninguna autoridad ha intentado siquiera una explicación que justifique la pertinacia en mantener un sistema que lucra con la vida de los trabajadores, sin permitirles a estos salir de él.





Más incomprensible aún es que el Estado subsidie a las A.F.P. en diversas formas. Uno de ellas se da con los bonos de reconocimiento: en cifras de mediados del año 1998 el gobierno ha entregado a las Administradoras, a través del Instituto de Normalización Previsional, un promedio de veinticinco mil millones de pesos mensuales, con un promedio individuaL de trece millones de pesos por bono. Este bono, que en principio representa el monto total de las cotizaciones que tiene un imponente en su caja de origen, se convierte en una suma aumentada en doce veces el valor neto al momento de pasarlo al sistema de A.F.P.; al año 1998 este aumento significaba doce veces su valor. Actualmente el monto original se multiplica por veinte.





Para ilustrar lo que esto significa, diremos como ejemplo, que si un imponente al año 1998 tenía un millón de pesos en su caja de origen, el Estado entregaba generosamente a la A.F.P. doce millones de pesos.





En síntesis, podemos afirmar que la mayor parte de las pensiones que ha otorgado el sistema cuestionado, se han pagado con los dineros que entrega el Estado.





Sin embargo, este aporte de millones por parte de los trabajadores y el Estado se traduce en pensiones de miseria, y a veces en ninguna. Un funcionario público administrativo grado 10 con un renta de $ 280.000, jubila en su ex Caja con una pensión aproximada de $ 260.000; el mismo funcionario en el sistema de A.F.P. obtiene solo $ 130.000  a  $ 140.000.  A los profesionales  de rentas s superiores  a 

$ 600.000, el sistema les ofrece una pensión de poco más de $ 200.000.





Los imponentes de este sistema que cumplan la edad para jubilar, se niegan a hacerlo por las pensiones miserables que se les ofrece. Y eso que muchos no saben que no van a tener siquiera derecho a pensión.





El Sistema de Seguro Lucrativo Individual no sirve a los trabajadores chilenos y no hay modificación alguna al sistema que lo transforme en uno siquiera parecido a la Previsión Social. Lo individualista no se transforma en solidario; la empresa de lucro no se hará altruista y no dejará de percibir sus ganancias. No hay otra solución, al menos para los trabajadores chilenos, que salirse del Sistema.





Y aquí cabe acotar algo importante: el imponente que logra salir del sistema de A.F.P. y volver a su Caja de origen, no representa costo al Estado por concepto del traslado. Esto, porque el imponente vuelve a su Caja con el total de las cotizaciones hechas en la A.F.P., y la diferencia que pudiera producirse entre lo que debió imponer en su Caja y lo que cotizó en A.F.P. debe pagarla el propio trabajador en efectivo o con facilidades en cuotas de hasta 60 meses plazo. La subsecuente pensión que el Estado debería pagarle a futuro no solo está compensada en parte con los fondos propios aportados por el imponente, sino que la diferencia que eventualmente falte, será pagada mes a mes, lo que en última instancia significa también facilitar al Fisco el pago de los montos que actualmente realiza de una sola vez.





En Noviembre de 1993, la Cámara de Diputados, aprobó un Proyecto de Acuerdo que determinaba la libertad de afiliación de los imponentes. En una sesión con 40 Diputados presentes el proyecto se aprobó por 36 votos a favor, 2 en contra y una abstención.





El mencionado proyecto, una vez aprobado se envió al Sr. Presidente de la República, quien tiene la iniciativa legal para presentar la Ley correspondientes. En Marzo de 1994 fue despachado de la Presidencia de la República al Ministerio del Trabajo.............





Hoy día, el destino de dicho proyecto es desconocido.





En esta ocasión, con los antecedentes reseñados y con el conocimiento cabal de las cifras fabulosas representadas por el capital actual de las A.F.P., equivalente a más de TREINTA Y CINCO MIL MILLONES DE DOLARES; la recaudación mensual promedio por concepto de cotizaciones ascendentes a CIENTO ONCE MIL SEIS CIENTOS OCHENTA Y OCHO MILLONES QUINIENTOS TREINTA Y DOS MIL QUINIENTOS OCHENTA Y TRES PESOS correspondientes al aporte de 2.619.616 imponentes, sumados al aporte Fiscal antes señalado de VEINTICINCO MIL MILLONES DE PESOS promedio mensual, que suman TRESCIENCTOS MIL MILLONES DE PESOS anuales, podemos afirmar con certeza la ineficiencia e ineficacia del Sistema creado  con la pretensión de reemplazar a la Previsión Social, puesto que no sido capaz de otorgar beneficios reales a los afiliados al Sistema, sirviendo solamente para sustentar la creación de un imperio financiero que solo lucra con la vida de  los que efectivamente aportan a él.





En estas circunstancias venimos en replantear la petición contenida en el Proyecto de Acuerdo de 1993 a fin de que se inicie en el Parlamento la discusión de la Ley que declare, LA LIBERTAD DE AFILIACION DE LOS IMPONENTES, permitiéndoles a estos desafiliarse del Sistema de A.F.P. si así lo desean, reconociéndoles el Derecho Constitucional a la Libertad de Elección como así mismo el Derecho consagrado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos a gozar de un Previsión Social, digna, solidaria, permanente y justa.





Para ello repetimos los considerando del proyecto anterior que permanecen vigentes, actualizando solamente las cifras en él  mencionadas de manera tal que el proyecto actual se transcribe como sigue:

CONSIDERANDOS:

1. Que el Sistema de Administradora de Fondos de Pensiones, creado por el Decreto Ley Nº 3.500 de Noviembre de 1980, es un sistema que funciona a través de Sociedades Anónimas, empresas de lucro, que recogen las cotizaciones de los imponentes para su posible pensión, más una comisión que cobran a estos, por el manejo y administración de sus fondos.

2. Que el aporte personal e individual  que hace el afiliado durante su vida de trabajo es lo que determinará si la suma  de sus imposiciones les alcanzará para obtener a los menos una pensión de ingreso mínimo por un plazo, el que se extenderá hasta donde le alcancen sus fondos: dos, tres, cuatro meses o un año, etc.

3. Que este sistema de capitalización individual, es todo lo Contrario a la Concepción de la Seguridad Social y la Previsión Social. Un trabajador del S.N.S. o de las Municipalidades, un empleado público, un profesor cuyas rentas promedio no superan los 150 mil pesos, no alcanzarán a obtener una pensión, pues lo que logren acumular a los 60 o 65 años no bastará para configurar el ingreso mínimo que exige este sistema. El Estado tendrá que responder por una pensión de ingreso mínimo, siempre que el imponente tenga a lo menos 20 años de imposiciones, y según estudios realizados, sólo un 60% del total de imponentes de las A.F.P. podrán reunir el monto necesario para lograr la pensión mínima.

4. Que la situación antes descrita se agudiza cuando nos referimos a las pensiones por incapacidad física, las cuales se conceden temporalmente por un plazo de tres años, al cabo de los cuales el imponente pensionado debe volver a la Comisión Médica de la A.F.P. para revisar su estado. Si por casualidad concluyen que la incapacidad ha sido reducida en un punto, es decir baja de 75% a74% o de 50% a 49% según sea incapacidad total o parcial, el incapacitado pierde su pensión.

5. Existen miles de trabajadores que pudiendo obtener una jubilación u otro beneficio que dan las ex Cajas, no pueden hacerlo por estar cautivos en el sistema de las A.F.P. La mayoría de ellos fueron traspasados de sus Cajas de origen al sistema  del D.L. 3.500 sin que ellos quisieran, y muchos ni siquiera supieron que ya los habían cambiado, los menos, pasaron voluntariamente, motivados por la engañosa e influyente publicidad.

6. Que el sistema de las AFP, fue diseñado por sus autores para hacerlo irreversible, ya que el imponente que se incorpore no lo podrá abandonar.

7. Que la situación de los que se incorporaron por primera vez al mercado laboral, es más grave aún, ya que se les obliga a ingresar exclusivamente al sistema de las AFP; no obstante que la ley hable de opción, en el inciso final del artículo primero transitorio del D.L. 3.500, lo que resulta absurdo pues la opción se llevará a efecto mediante la incorporación a una Administradora de Fondos de Pensiones.

8. Que el punto señalado anteriormente nos merece una fundada suda sobre su constitucionalidad, ya que si existe una opción, se debe tener la facultad de elegir, a lo menos entre dos sistemas. La disposición que hace obligatorio el ingreso de los trabajadores a las AFP es también claramente inconstitucional, pues viola uno de los derechos fundamentales de las personas que es, el de elegir libremente sin condiciones.

9. Que ningún gobierno democrático y de justicia social puede cimentar una política económica despojando a los trabajadores de su previsión social, creando así más factores de pobreza.

10. Que la Previsión Social, en el marco de la concepción solidaria y altruista de la Seguridad Social, a través de la cual el Estado ejerce su función tutelar del bien común de los habitantes del país, debe ser incrementada y mejorada, ampliando su acción a los sectores que actualmente se encuentran al margen de sus beneficios: los comerciantes e industriales de bajos ingresos, los artistas, los artesanos, los temporeros, etc.

11. Que en consecuencia se debe estudiar la creación del Instituto de Previsión Social del Estado, o de Seguridad o como quiera llamársele, con características de solidario y de reparto, integral, universal, permanente, que cubra los riesgos principales de la vejez y sobrevivencia, tal como existe en todos los países del mundo, con sistemas anexos cubriendo otros riesgos, como los accidentes del trabajo, cesantía, etc.

12. Que mientras esto sucede, debemos recurrir a los que queda del Sistema de Seguridad y Previsión Social, pionero en América que está representando por las ex Cajas de Previsión Chilenas, para que ellas puedan acoger a los que por ahora quedan al margen a de toda previsión.

Por todo lo expuesto, es que venimos en someter  a consideración de esta H. Corporación el siguiente Proyecto:

ARTÍCULO PRIMERO:





Derógase el actual artículo segundo del Decreto Ley 3.500, reemplazándose por el siguiente: "El trabajador deberá comunicar a su empleador dentro de los treinta días siguientes a la iniciación de sus labores, su voluntad de cotizar en el Sistema de las Ex Cajas de Previsión, actual Instituto de Normalización Previsional, o en el Sistema de Seguro Privado de las Administradoras de Fondos de Pensiones.





Los actuales imponentes del Sistema de AFP, o los que pudieran ingresar más adelante, podrán traspasarse al Sistema de las Ex Cajas de Previsión, Instituto de Normalización Previsional, o cualquier ente estatal de igual naturaleza que le suceda, desafiliándose sin limitación alguna, hayan sido imponentes o no de las Ex cajas de Previsión Social con anterioridad a su incorporación a la AFP.





La presente normativa será permanente, de manera que en cualquier época, todas las personas podrán optar libremente por el, Sistema que ellas estimen como más conveniente a sus intereses. Sin embargo, su afiliación no será irrevocable; Ya que el sistema que sea más beneficioso a su situación.





Las personas que imponen en forma independiente y/o voluntariamente podrá asimismo optar libremente de acuerdo a lo expresado en este artículo.

ARTICULO SEGUNDO:




Derógase el inciso tercero del artículo primero transitorio del Decreto Ley 3.500.

DECRETO LEY Nº 3.500.-

Artículo 2º inciso 1º: El inicio de la labor del trabajador no afiliado genera la afiliación automática al Sistema y la obligación de cotizar en una Administradora de Fondos de Pensiones, sin perjuicio de lo dispuesto para los independientes.



Inciso 3º: La afiliación al sistema es única y permanente. Subsiste durante toda la vida del afiliado, ya sea que se mantenga o no en actividad, que ejerza una o varias actividades simultaneas o sucesivas, o que cambie de Institución dentro del Sistema.

Artículo 1º inciso 3º transitorio: El derecho a opción se llevará a efecto mediante la incorporación a una Administradora de Fondos de Pensiones.

DESAFILIACION AFP COSTOS

Número 

Trabajadores
Renta
Diferencia Cotización
Fondos 

Reembolsables
Total

Transferido al Eº







A. - 5.000.-
$ 250.000.-
De cargo funcionario
$ 10.000.000.- c/u
$ 50.000.000.000.-

B. - 10.000.-
$ 250.000.-
De cargo funcionario
$ 10.000.000.- c/u
$ 50.000.000.000.-







· Jubilan en el INP los 5.000 funcionarios con la misma renta de $ 250.000.- gastan al año $ 15.000.000.000.- quince mil millones, pero el Estado recibió por adelantado cincuenta mil millones lo que le da margen para el pago de tres años 5 meses más o menos.

En tres años ha tenido tiempo para implementar la inversión
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